Radicación: 660012204000-2020-00175

Accionante: Helmer Alonso Castaño Bermax 
Accionado: Fiscalía 14 Seccional de Pereira 
Decisión: Declara improcedente por falta de legitimación

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / APODERADO JUDICIAL / REQUISITOS.
Antes de entrar a hacer cualquier pronunciamiento frente al problema jurídico planteado, es necesario advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados por el accionante, ello, por cuanto quien la promovió, esto es, el señor Helmer Alonso Castaño Bermax, no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, pero tampoco acreditó su legitimidad para representar judicialmente los intereses de la persona por quien dijo propugnar.  

Y es que la Sala no puede pasar por alto que el ciudadano Castaño Bermax no adjuntó a su escrito poder alguno conferido por los señores Mario Alfonso García y Zoraida Hernández Ortiz para que represente sus intereses en sede de tutela.
Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”…
“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.
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Magistrado Ponente
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Pereira, veintisiete (27) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
Hora: 4:00 p.m.
Aprobado por Acta No. 859
	Radicación: 
	660012204000-2020-00175

	Accionante: 
	Helmer Alonso Castaño Bermax 

	Accionado: 
	Fiscalía 14 Seccional de Pereira 

	Decisión: 
	Declara improcedente por falta de legitimación    


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por el ciudadano HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX, quien dice propugnar por los derechos fundamentales de los señores MARIO ALFONSO GARCÍA y ZORAIDA HERNÁNDEZ ORTIZ, en contra de la FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PEREIRA Y OTROS. 

ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Narró el accionante que la Fiscalía 14 Seccional de Pereira adelanta investigación bajo el NUNC 66001600003601702826 en contra del señor Mario Alfonso García Moreno, Zoraida Hernández Ortiz y otras personas; y que en dicho proceso se han desconocido los términos legales consagrados en el artículo 344 del CPP, quebrantando con ello las garantías fundamentales, en especial al debido proceso, de sus representados, pues se ha esperado durante más de 18 meses el descubrimiento probatorio completo de uno de los otros procesados, Johan Stiven García Puerta, lo que a su vez ha ocasionado una violación al principio de concentración, celeridad e igualdad de armas, y de contera, una incidencia negativa para las personas por las que él propugna, quienes se encuentran privados de la libertad como consecuencia de la medida de detención preventiva que pesa en su contra, todo lo cual es atribuible también al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira por no adelantar una actuación conforme a derecho.  
Argumentó que el proceso se originó por la interposición de unas denuncias en contra del señor Johan Stiven García Puerta, pero no en contra del señor Mario Alfonso, quien lleva 22 meses sufriendo una privación injusta de su libertad. Además, refirió que conoce de la existencia de un hecho sobreviniente que deja sin peso la justificación de la medida de detención preventiva, y es una denuncia penal instaurada en el mes de septiembre de 2020 por 192 personas que aducen hacer sido víctimas por inducción a falso testimonio, esto es, que fueron presionadas para que denunciaran en el caso que hoy se sigue en contra del señor Mario Alfonso y los demás mencionados, esta nueva denuncia, dijo, fue impetrada en contra del Fiscal César Bolaños, su asistente y la Investigadora Leonor Gañán Díaz, de quienes se afirma, armaron el caso penal y lo presentaron a la judicatura como si de una verdad se tratara, por lo que el profesional del derecho citó apartes de lo signado en dicha noticia criminal, afirmando entre otras cosas, que “el escrito de acusación conforme al 336 del C.P.P adolece de información legalmente obtenida, que permita afirmar con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió” y que por ese hecho “no habría razón de la existencia de la privación de libertad de mis prohijados MARIO ALFONSO GARCIA MORENO Y ZORAIDA HERNANDEZ ORTIZ”
Entonces, el accionante pidió una orden de libertad inmediata en favor de los señores Mario Alfonso García Moreno y Zoraida Hernández Ortiz, en virtud de nueva información legalmente obtenida y sobreviniente en favor de dichos procesados, acorde al principio del in dubio pro reo.

ANTECEDENTES PROCESALES:

El presente asunto se repartió inicialmente al Despacho de la Magistrada Luz Stella Ramírez Gutiérrez, quien al verificar el contenido de la demanda decidió declararse impedida porque en el proceso objeto del reproche, Ella participó como Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira, presidió la audiencia de formulación de acusación y dio inicio a la preparatoria.

El impedimento fue aceptado por los demás miembros que hoy conformamos la Sala de Decisión, y paso seguido se profirió el auto admisorio en el que se resolvió correr traslado a la Fiscalía y el Despacho accionados, además, se ordenó vincular a todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación penal demandada. Así mismo, se ordenó oficiar al abogado Castaño Bermax, para que acreditara en este asunto su postulación como apoderado de los ciudadanos que dijo representar.
En auto posterior se dispuso “REQUERIR a la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE PEREIRA, para que DE MANERA INMEDIATA informe en qué Despacho se encuentra el Dr. CÉSAR BOLAÑOS, dónde ubicar a la Investigadora LEONOR GAÑÁN DÍAZ, a quienes se pide correr traslado de la presente acción de tutela por medio de esa Dirección Seccional, para que si a bien tienen se pronuncien sobre el asunto EN EL TÉRMINO DE LA DISTANCIA. Además, se le pedirá que informe qué denuncia penal se instauró en el mes de septiembre hogaño en contra de estas personas, pidiéndole que en la medida de lo posible que identifique el número de radicado, Fiscalía a cargo de la noticia criminal y estado de la actuación.”
INTERVENCIONES:
1. La Dra. Gloria Elena Vargas Botero, titular del Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dijo que ese Despacho no ha transgredido los derechos fundamentales invocados por el abogado Castaño Bermax, pues el proceso penal que allí cursa bajo el radicado 66-001-60-00-036- 2017-02826, está siendo adelantado conforme a derecho, bajo el amparo de la Ley 906 de 2004, y aseveró que todos los aplazamientos que se han presentado en él, han sido por cuenta de la defensa. También aclaró que por la complejidad del asunto, la audiencia preparatoria no ha terminado y su continuación está prevista para para los días 13, 14 y 15 de enero de 2021. 

2. La Dra. Alexandra López Yatte, Fiscal 14 Seccional de Pereira, sostuvo que desde esa Oficina inició el descubrimiento probatorio, el Dr. Bermax nunca ha manifestado que le haga falta algún elemento, tanto así que él ya realizó su intervención en la audiencia Preparatoria, sin manifestar oposición al descubrimiento hecho por la Fiscalía. También aseguró que desde el inicio de la audiencia, todos los aplazamientos se han propiciado por la bancada de defensa.

Finalmente, expuso que si lo que el libelista pretende es obtener la libertad de sus representados, deberá sustentarla ante Juez de Control de Garantías. 

3. La Dra. Maritza Chavarro Anturi, Directora Seccional de Fiscalías de Risaralda comunicó que, conforme a lo ordenado, corrió traslado del auto y traslado de esta acción al Dr. César Augusto Bolaños Saldarriaga, Fiscal 32 Delegado ante los Jueces Penales del Circuito de Belén de Umbría, Risaralda, y a Leonor Gañan Díaz, Técnico Investigador II, adscrita al C.T.I. Risaralda. 
También expuso que, según consta en el sistema de información SPOA, en el mes de septiembre de 2020 se promovió denuncia en contra de dichos servidores bajo el NUNC 660016000036202052191, por el delito de abuso de autoridad por acto arbitrario o injusto, a cargo de la Fiscalía Tercera Delegada ante el Tribunal Superior de Pereira
4. Los Servidores de la Fiscalía César Augusto Bolaños Saldarriaga y Juan David González Gómez, en primer lugar aseveraron que existe una carencia frente al derecho de postulación y de legitimación en el accionar del Dr. Helmer Alonso Castaño Bermax, desconociendo este último su deber mínimo para accionar ante la jurisdicción.
Frente a los hechos mencionados en su contra, dijo que durante el tiempo en que ellos fungieron como Fiscal 39 Seccional EDA y asistente de Fiscal respectivamente, se llevaron a cabo audiencias preliminares en contra de una organización delincuencial dedicada al delito de Concierto para delinquir, estafa agravada, urbanización ilegal y administración desleal, quienes se apropiaban de dinero de personas víctimas del conflicto armado o población vulnerable, donde con la promesa de obtener una casa o lote, las personas imputadas, incluida el señor MARIO ALFONSO GARÍA MORENO, se apropiaron de más de mil millones de pesos que nunca invirtieron en los supuestos proyectos, sino que fueron a parar en las arcas individuales de los procesados.
De igual manera, argumentaron que desconocen la denuncia a la que hace alusión el Dr. Castaño Bermax e indicó que le llama la atención, que Dr. Helmer Alonso Castaño Bermax tenga pleno conocimiento de lo que supuestamente dicen las víctimas y las supuestas denuncias que realizan, citando explícitamente sus dichos, “lo que hace inferir que existe una posible manipulación de testigos donde lo único que se quiere es crear una estrategia defensiva a fin de sacar avante un caso y distraer al despacho de conocimiento para lograr una sentencia absolutoria”.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, según los lineamientos de los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.
2. Problema jurídico: 

Se debe establecer en esta oportunidad si los Despachos accionados han vulnerado los derechos fundamentales de los señores Mario Alfonso García y Zoraida Hernández, tal como fue manifestado por el ciudadano Helmer Alonso Castaño Bermax en su líbelo petitorio.  
3. Solución del caso concreto: 

Antes de entrar a hacer cualquier pronunciamiento frente al problema jurídico planteado, es necesario advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados por el accionante, ello, por cuanto quien la promovió, esto es, el señor Helmer Alonso Castaño Bermax, no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, pero tampoco acreditó su legitimidad para representar judicialmente los intereses de la persona por quien dijo propugnar.  
Y es que la Sala no puede pasar por alto que el ciudadano Castaño Bermax no adjuntó a su escrito poder alguno conferido por los señores Mario Alfonso García y Zoraida Hernández Ortiz para que represente sus intereses en sede de tutela. 

Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido, debe precisarse que en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales está imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, o desea hacerlo por intermedio de un tercero para que actúe en su nombre, tiene a su mano una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. 

Sobre este tópico se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, previamente citado, ha dicho
:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005 las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.
De acuerdo con lo anterior, y como viene de decirse, el invocante no justificó que su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderado judicial, pues no hay nada que acredite que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar el poder que avala tal calidad. 

Es de anotar que en los inicios de la declaratoria de la emergencia sanitaria suscitada por la pandemia del Coronavirus, la Sala fue más laxa en el tema de la acreditación del derecho de postulación en quienes representaban los intereses de las personas privadas de la libertad, toda vez que era notoria la dificultad de comunicación entre los abogados y sus representados, incluso por la restricción de ingreso en los centros de detención, pero lo cierto es que en la actualidad los canales de comunicación se han abierto camino por medios virtuales, e incluso se han recibido acciones de tutela impetradas por los propios internos de esos lugares, de manera escrita, remitida por las distintas cárceles y centros de detención transitorios de la ciudad, por lo que no resulta justificado que el Dr. Bermax no cumpliera con esa carga mínima, pese a que desde el proferimiento desde el auto admisorio se le pidió que lo hiciera. 
Conforme a lo expuesto hasta ahora, resulta evidente que hay una falta de legitimación en la causa por activa en este asunto, por lo tanto, se declarará improcedente la presente acción; tal como lo ha sostenido ese Alto Tribunal Constitucional a nivel jurisprudencial:   

“(…) cuando el proceso de tutela se promueve por intermedio de apoderado, la Corte Constitucional ha establecido que la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en un proceso ordinario para solicitar el amparo constitucional. (…)

Aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada. En el caso que la acción de tutela sea impetrada por medio de apoderado judicial, la Corte ha manifestado que debe ser abogado con tarjeta profesional y presentarse junto con la demanda de tutela un poder especial, que se presume auténtico y no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes a la acción de tutela, por medio del cual se configura la legitimación en la causa por activa sin la cual la tutela tendría que ser declarada improcedente.”

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el profesional del derecho HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX en contra del JUZGADOS 2º PENAL DEL CIRCUITO y FISCALÍA 14 SECCIONAL, ambos de Pereira, ello por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

(Con impedimento aceptado por la Sala)
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
�Sentencia T-176/11 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


�Sentencia STP5388-2014 M.P. Luis Guillermo Salazar O., Rad No. 72972, 30 de abril de 2014


� Sentencia T 497 de 2007 
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